PAGE  
- 2 -


CONSEJO PERMANENTE DE LA
OEA/Ser.G


ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS
CP/CAJP/INF. 10/04


20 febrero 2004

COMISIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS Y POLÍTICOS
TEXTUAL
REUNIÓN DE EXPERTOS GUBERNAMENTALES SOBRE LAS MEJORES
PRÁCTICAS Y EXPERIENCIAS NACIONALES EN LA ADOPCIÓN DE MEDIDAS
CONTRA EL TERRORISMO, BAJO LA PERSPECTIVA DE LOS DERECHOS HUMANOS
(Salón de las Américas, 12 al 13 de febrero de 2004)

COMENTARIOS DEL EXPERTO GUBERNAMENTAL DEL URUGUAY
INTERVENCIÓN DE URUGUAY EN LA “REUNIÓN DE EXPERTOS GUBERNAMENTALES SOBRE LAS MEJORES PRÁCTICAS Y EXPERIENCIAS
NACIONALES EN LA ADOPCIÓN DE MEDIDAS CONTRA EL TERRORISMO,
BAJO LA PERSPECTIVA DE LOS DERECHOS HUMANOS”.

I.
Uruguay valora el tratamiento del tema Derechos Humanos en conjunción con las normativas vigentes para el desarrollo y tratamiento del combate al Terrorismo en el marco del C.I.C.T.E./O.E.A., por cuanto sus políticas y medidas efectivas de control se rigen por los siguientes lineamientos generales:

a) Las políticas y medidas concretas para el combate al Terrorismo, tienen que tener presentes en toda circunstancia, el respeto por los Derechos Humanos, en particular en lo referido a aquellas normas sobre la no discriminación y las garantías del debido proceso.
Los controles que se han instrumentado en el Uruguay, en cumplimiento de las disposiciones constitucionales, legales y de las derivadas de los documentos internacionales vinculantes para combatir el Terrorismo,  han tomado en cuenta este tipo de valoraciones.

En tal sentido, la aplicación de mecanismos de índole genérico y no selectivo, ha permitido compatibilizar las necesidades de prevención de los actos terroristas con las obligaciones de respeto y protección de los Derechos Humanos.

b) Los mecanismos de prevención, de Inteligencia y de detección temprana de dichos actos terroristas deben ejecutarse procurando la menor afectación posible al goce de los derechos y libertades fundamentales por parte del cuerpo social. Desde esta perspectiva resulta claro que la prevención más eficaz es aquella que cuenta con el apoyo de la ciudadanía.
En esta dirección, el Uruguay comparte las conclusiones del Grupo de Apoyo al Secretario General de Naciones Unidas las que, entre otras valoraciones, sostienen que el combate al Terrorismo necesariamente implica un compromiso ciudadano y éste no se obtendrá si la sociedad percibe que la lucha contra el Terrorismo involucra una reducción de sus espacios de libertad y de expresión.

c) En consecuencia, el Estado uruguayo considera que el combate al Terrorismo y el respeto a los Derechos Humanos son objetivos compatibles.

II.
Con referencia a las medidas legislativas que se vienen instrumentando en el marco de los documentos internacionales vinculantes y que fueran tratadas en el Panel 1 de la presente Conferencia, el Gobierno y el Parlamento del Uruguay se encuentran abocados a la consideración de la actualización de la legislación contra el Terrorismo, particularmente en materia penal. En ese orden, resultaría de interés poder acceder a los textos de las más recientes legislaciones de los Estados Miembros de la O.E.A., algunos de los cuales han avanzado significativamente en este sentido, a efectos de armonizar regionalmente la normativa que contempla el Derecho Internacional y otros estándares internacionales referidos al combate al terrorismo en el marco de los Derechos Humanos.
A efectos de alcanzar este objetivo, se sugiere que, de ser posible, la CIDH pueda apoyar dicho emprendimiento mediante la difusión de las mejores prácticas y experiencias nacionales, así como de una síntesis de los aspectos legislativos de los distintos países. 

III.
Finalmente, el Uruguay acompaña la preocupación presentada por Costa Rica en el Panel 1 de la presente Reunión en cuanto a las dificultades para la instrumentación de los controles financieros dado que, de acuerdo a la legislación vigente, los mismos sólo pueden realizarse con intervención  judicial, siendo limitadas las facultades de la Unidad de Información y Análisis Financiero del Banco Central. No obstante, el nuevo proyecto de ley amplía este marco de actuación, pero siempre bajo la dirección de la Justicia. 

� FILENAME  \* MERGEFORMAT �CP12297T01�








